SENTENCIA TUTELA 2ª INSTANCIA No 011
RADICACIÓN: 660013109002202400134 01

ACCIONANTE:     DIEGO C. BAUTISTA A.

CONFIRMA PARCIALMENTE

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

ACCIÓN DE TUTELA / DERECHO FUNDAMENTAL A LA SALUD / PRESTACIÓN EFECTIVA DEL SERVICIO
DERECHO FUNDAMENTAL A LA SALUD – Marco normativo.
… El derecho fundamental a la salud fue consagrado como tal por medio de la Ley 1751 de 2015, y sirvieron de sustento para la misma los diversos desarrollos jurisprudenciales de la Corte Constitucional, los que a la postre dieron lugar a establecer por vía legal la obligación del Estado para adoptar las medidas necesarias con miras a brindar a los ciudadanos un acceso integral al servicio de salud, el cual de verse amenazado podría ser protegido por la vía constitucional.
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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
SALA nº 2 de decisión PENAL
Magistrado Ponente

CARLOS ALBERTO PAZ ZÚÑIGA
Pereira, siete (7) de febrero de dos mil veinticuatro (2024)
Acta de Aprobación N° 102
Hora: 11:20 a.m.

Radicación: 66001310900220240013401

1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por el Director del Establecimiento de Sanidad Militar “San Mateo” con sede en esta ciudad, contra la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira (Rda.), con ocasión de la acción de tutela interpuesta por DIEGO CAMILO BAUTISTA ACEVEDO.
2.- DEMANDA 

Lo sustancial de los hechos que plantea en el escrito de tutela la parte accionante, se puede sintetizar así: (i) el joven DIEGO CAMILO BAUTISTA ACEVEDO, quien es beneficiario del Subsistema de Salud de las Fuerzas Militares, Dirección de Sanidad del Ejército Nacional; (ii) viene recibiendo “TRATAMIENTO DE CONDUCTO”; (iii) en septiembre 18 de 2024, la especialista en endodoncia dio la orden de interconsulta a la especialidad de odontología por un diagnóstico de “destrucción coronal severa” de un diente, con la descripción de referencia que se requería tratamiento de “REHABILITACION CORONA METAL (sic) CERAMICA DIENTE 16”, con nota de urgencia porque “NO PUEDE QUEDAR EXPUESTO EL TRATAMIENTO DE CONDUCTO QUE SE LE REALIZO (sic)”; (iv) en la motivación para tal remisión, la especialista indicó que “SE RECOMIENDA REALIZAR RAHABILITACION (SIC) DEL DIENTE 16 CON CORONA DENTAL CERAMICA POR DESTRUCCIÓN CORONAL SEVERA. HOMOLOGAR CUPS POR 242400 REPARACION O PLASTIA PERIODONTAL REGENERATIVA (INJERTOS,MEMBRANAS) SOD CANTIDAD (2)”; (v) radicó la solicitud del servicio al Establecimiento de Sanidad Militar del Batallón “San Mateo” de Pereira, pero la entidad no autorizó el procedimiento porque “no está dentro de los servicios que debe ofrecer las entidad (sic) prestadoras de salud”, solo le autorizó “CONSULTA DE CONTROL O SEGUIMIENTO POR OTRAS ESPECIALIDADES EN ODONTOLOGÍA”; (vi) considera que se le han vulnerado sus derechos fundamentales a la salud, vida e integridad personal, ya que el tratamiento que le fue negado es necesario para mejorar su salud oral, dado que está en riesgo el tratamiento de endodoncia porque quedó expuesto el conducto que le realizaron y no solo le impide masticar alimentos, sino que puede contraer una infección y generarle un mayor daño a su salud.
Solicitó la protección de los derechos y que, en consecuencia, se ordene a la accionada que le suministre el tratamiento de “REHABILITACIÓN CORONA METAL CERAMICA (sic) DIENTE 16”. 
3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- Una vez admitida la tutela -mediante auto de diciembre 02 de 2024-, el despacho de primer nivel dispuso correr traslado de esta al Establecimiento de Sanidad Militar del Batallón de Artillería No. 8 de Pereira y, como entidades vinculadas oficiosamente, a la IPS FAMILY DENTAL S.A.S., Dirección General de Sanidad Militar y a la Central Administrativa y Contable Regional -CENAC- de Armenia Hospital. 

3.2.- En el trámite se presentaron las siguientes intervenciones: 
3.2.1.- El procurador judicial delegado conceptuó favorablemente para que se concediera el amparo de tutela porque observó afectado el derecho fundamental a la salud del accionante. 

3.2.2.- La Oficial de Gestión Jurídica de la Dirección de Sanidad del Ejército Nacional, solicitó la desvinculación de esa dependencia por falta de legitimidad en la causa por pasiva, por cuanto la atención en salud para el caso concreto es responsabilidad del Establecimiento de Sanidad Militar del Batallón de Artillería No. 8 “San Mateo”, competente para la autorización y prestación de los servicios médico asistenciales al usuario, en coordinación con la Dirección Regional 11 Armenia - Batallón de ASPC No. 08  “Cacique Calarcá”, perteneciente a la Central Administrativa Contable de Armenia, esta última como responsable de la ejecución de recursos y contratación de servicios e insumos médicos.
3.3.- Culminado el término constitucional, el juzgado mediante fallo de diciembre 06 de 2024 amparó los derechos fundamentales a la salud y vida del que es titular el joven DIEGO CAMILO BAUTISTA ACEVEDO. En consecuencia, le ordenó al Establecimiento de Sanidad Militar del Batallón San Mateo de Pereira que, en el término de cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de la sentencia, “garantice al actor la realización del servicio requerido “rehabilitación corona metal cerámica diente 16” prescrito por el médico tratante desde el 18 de septiembre de 2024 […]”.
Para llegar a la anterior determinación, la falladora argumentó que, bajo los lineamientos establecidos en la jurisprudencia constitucional frente a la prestación oportuna de los servicios de salud (T-234/13, T-121/15, T-092/18), la entidad accionada vulneró los derechos fundamentales del ciudadano porque no le garantizó la prestación del servicio prescrito por la especialista tratante, y fue indiferente frente al padecimiento del afiliado, cuya salud oral ha empeorado por falta del tratamiento que requiere.

4.- IMPUGNACIÓN

Dentro del término de ejecutoria, la Directora (E) del Establecimiento de Sanidad Militar del Batallón “San Mateo” de Pereira impugnó la decisión solicitó que se revoque el fallo y, en su lugar, se declare improcedente la acción de tutela porque considera que lo requerido por el afiliado                         -REHABILITACIÓN CORONA DENTAL CERÁMICA- es un servicio excluido del Plan de Beneficios en Salud  (PBS), ya que es procedimiento odontológico con fines estéticos y no es esencial para la funcionalidad oral, en tanto existe un tratamiento alternativo incluido en el PBS y que cumple el mismo fin terapéutico, incluso la misma médico tratante lo mencionó -REPARACIÓN O PLASTIA PERIODONTAL REGENERATIVA (INJERTOS, MEMBRANAS) SOD-. 

Además, afirmó que el servicio reclamado no cuenta con la prescripción médica de rigor, pues solo existe una sugerencia que dio la médico odontóloga al paciente con la finalidad de orientarlo frente a las opciones que tiene para mejorar su salud o prevenir complicaciones, pero no constituye si atiende o no esa recomendación. 

En adición, señaló que la historia clínica aportada no cumple con las exigencias reglamentarias -Res. 1995/99-, pues debe ser “legible, clara, completa y con información exacta”, pero en este caso hay apartes que no son visibles en su totalidad, por lo que no se logra tener claridad si lo referido por la odontóloga es una recomendación o una urgencia, lo cual confunde aún más a la entidad.
Destacó que el servicio de salud solicitado no se ha negado, pero es evidente que la petición no es viable porque se trata de un procedimiento excluido del plan de beneficios y, además, carece de justificación médica adecuada, al punto que no se entiende la razón para preferir el tratamiento no cubierto en el PBS por encima del que sí tiene cobertura.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira (Rda.), según las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política y 32 del Decreto 2591/91.
5.1.- Problema jurídico planteado
De lo expuesto en el escrito de impugnación, corresponde a la Colegiatura evaluar el grado de acierto o desacierto que contiene la providencia dictada por la juez de primera instancia y, de acuerdo con la impugnación presentada, establecer si en realidad fue errada su decisión al conceder el amparo de tutela reclamado por el joven DIEGO CAMILO BAUTISTA ACEVEDO. De acuerdo con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, revocándola o modificándola.
5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

El derecho fundamental a la salud fue consagrado como tal por medio de la Ley 1751 de 2015
, y sirvieron de sustento para la misma los diversos desarrollos jurisprudenciales de la Corte Constitucional, los que a la postre dieron lugar a establecer por vía legal la obligación del Estado para adoptar las medidas necesarias con miras a brindar a los ciudadanos un acceso integral al servicio de salud, el cual de verse amenazado podría ser protegido por la vía constitucional
.
Al descender al caso concreto, se tiene que la juez de primer nivel estableció que el Establecimiento de Sanidad Militar del Batallón “San Mateo” de Pereira desconoció los derechos fundamentales del joven BAUTISTA ACEVEDO al no garantizar la prestación del servicio de salud prescrito por la especialista tratante, pasándose por alto la condición de salud oral del afiliado y la urgencia de la prescripción, por lo que dispuso que la entidad realizara el procedimiento ordenado por la médico tratante en septiembre 18 de 2024. 
En oposición, la impugnante afirmó que (i) el servicio reclamado estaba excluido del PBS porque no era necesario para la funcionalidad oral del paciente, (ii) existe un procedimiento alternativo que tiene la cobertura del PBS y no hay justificación para descartar su aplicación, (iii) no se cuenta con la orden médica clara y ni con la justificación adecuada, (iv) la historia clínica allegada no se logra visualizar de manera completa para dilucidar si se trató de una recomendación o una orden, ni su urgencia. Como consecuencia, consideró que el fallo debe revocarse para negar el amparo deprecado por improcedente. 

Para abordar la problemática planteada, la Sala estima necesario precisar que, en efecto, el soporte médico que presentó el accionante en su solicitud de amparo de tutela corresponde a un orden de interconsulta o remisión, dirigida a una profesional de odontología frente a la necesidad de un tratamiento oral específico para el paciente, el cual se mencionó como “REHABILITACION CORONA METAL CERAMICA DIENTE 16”, con la observación de que es “URGENTE POR QUE NO PUEDE QUEDAR EXPUESTO EL TRATAMIENTO DE CONDUCTO QUE SE LE REALIZO”.
Además, motivó dicha remisión con la precisión que se recomendaba dicha rehabilitación por la “DESTRUCCIÓN CORONAL SEVERA”, y pidió homologar dicho procedimiento con el código 242400 que hace referencia al procedimiento de “REPARACIÓN O PLASTIA PERIODONTAL REGENERATIVA (INJERTOS/MEMBRANA)”.
En ese contexto, le asiste razón parcialmente a la impugnante en cuanto afirma que el procedimiento exigido por el accionante carece de una orden médica clara y justificada porque, precisamente, no se trata de la prescripción de un tratamiento sino de la remisión a otra profesional en salud oral para definir el tratamiento sugerido, al punto que en la referencia no se precisó el diagnóstico para el paciente, solo los signos y síntomas; sin embargo, para la Sala es evidente que el Establecimiento de Sanidad Militar (ESM) fue negligente para atender la necesidad de salud de su afiliado. 
Lo dicho porque, si bien el usuario confundió la orden de interconsulta con la prescripción de un tratamiento que para ese momento solo fue sugerido, era deber de la entidad direccionar en debida forma dicha orden y garantizar el acceso del paciente a la valoración con la especialidad a quien se dirigió la interconsulta para los fines de diagnóstico y su tratamiento, el que bien puede coincidir o no con el recomendado por la especialista en endodoncia, pero que debe atender la urgencia demarcada por dicha tratante, quien fue precisa en señalar el riesgo que afronta el joven DIEGO BAUTISTA de resultar afectado en el tratamiento de conducto que recibe, lo que puede desencadenar otras complicaciones para su salud.
En este punto, conviene precisar que, aun cuando la Sala no aprecia la imposibilidad que alega el ESM para comprender el contexto de la historia clínica que se anexó al trámite, las eventuales fallas técnicas que se lleguen a identificar en su estructuración no pueden ser reprochadas al paciente, pues no es él quien la elabora, ni mucho menos está facultado para modificarla, sino que su custodia, archivo y gestión son responsabilidad del prestador de servicios
, y en este caso, al ser responsabilidad del ESM velar por las garantías de su afiliado, le corresponde reclamar a la institución que contrató para los servicios de salud prestados, que realice las precisiones o aclaraciones pertinentes, pero de manera alguna puede trasladar esa carga al paciente. 
Con lo brevemente expuesto, se colige que, en efecto, en el presente caso el Establecimiento de Sanidad Militar del Batallón de Artillería No. 8 “San Mateo” de Pereira, vulneró los derechos a la salud y vida del joven DIEGO CAMILO BAUTISTA ACEVEDO al no garantizarle el acceso al servicio de interconsulta ordenado por la especialista tratante en septiembre 18 de 2024, la cual es urgente y necesaria para definir el tratamiento de salud oral del paciente.

Vale precisar que, si bien le corresponde al médico especialista establecer el tratamiento requerido por el paciente, en el presente caso la recomendación que transmitió la especialista en endodoncia en su orden de interconsulta sugiere que no se trata de un simple procedimiento estético, sino que existe un riesgo latente para la salud oral del paciente, condición que no puede ignorar el galeno tratante ni mucho menos la aseguradora en salud del accionante. 
Bajo esas condiciones, la Sala confirmará parcialmente el fallo proferido por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira, en cuanto concedió el amparo de tutela a los derechos fundamental del accionante, pero se revocará el numeral segundo del acápite resolutivo y en su lugar se ordenará al Establecimiento de Sanidad Militar del Batallón de Artillería No. 8 “San Mateo” de Pereira que, de manera inmediata, si aún no lo hecho, autorice para el accionante la interconsulta que ordenó la especialista tratante en septiembre 18 de 2024, dirigida a una especialista en odontología para atender la necesidad de salud oral por la “DESTRUCCIÓN CORONAL SEVERA”, y por la que recomendó con urgencia
realizar la “REHABILITACIÓN DEL DIENTE 16 CON CORONA DENTAL”, para efectos de que sea la profesional competente quien determine el tratamiento idóneo, según su diagnóstico.

6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Nº 2 de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley, 

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA PARCIALMENTE la sentencia proferida en diciembre 06 de 2024 por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira (Rda.), en cuanto tuteló los derechos fundamentales a la salud y vida del joven DIEGO CAMILO BAUTISTA ACEVEDO.

SEGUNDO: SE REVOCA el numeral segundo del acápite resolutivo y, en su lugar, SE ORDENA al Establecimiento de Sanidad Militar del Batallón de Artillería No. 8 “San Mateo” de Pereira que, de manera inmediata, si aún no lo hecho, autorice para su afiliado DIEGO CAMILO BAUTISTA ACEVEDO la interconsulta que ordenó la médico tratante en septiembre 18 de 2024, dirigida a una especialista en odontología para atender la necesidad de salud oral por la “DESTRUCCIÓN CORONAL SEVERA”, y por la que recomendó con urgencia realizar la “REHABILITACIÓN DEL DIENTE 16 CON CORONA DENTAL”, para efectos de que sea la profesional competente quien determine el tratamiento idóneo, según sea su diagnóstico.

TERCERO: Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
CARLOS ALBERTO PAZ ZÚÑIGA
Magistrado 

Con firma electrónica al final del documento

JULIÁN RIVERA LOAIZA

Magistrado 

Con firma electrónica al final del documento

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
Magistrado 

Con firma electrónica al final del documento

� Su control previo de constitucionalidad, fue realizado por la Corte Constitucional mediante la Sentencia C-313/14.


� Sentencia T-062/17.


� Resolución 1995/1999, artículo 16.
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